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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE PROYECTO
DE LEY NUMERO 211 DE 2008 CAMARA

por la cual la Nación se asocia a los cuatrocientos años 
de fundación y a los veinte años de vida administrativa 
del municipio de El Molino, departamento de La Gua-
jira, se rinde homenaje a su fundador y se dictan otras 

disposiciones.
Doctor
MIGUEL AMIN ESCAF
Presidente
Comisión Cuarta Constitucional Permanente
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Honorables Representantes:
Por honrosa designación que nos hiciera la Pre-

sidencia de la Comisión, para rendir ponencia para 
Primer Debate al Proyecto de ley número 211 de 
2008 Cámara, por la cual la Nación se asocia a los 
cuatrocientos años de fundación y a los veinte años 
de vida administrativa del municipio de El Molino, 
departamento de La Guajira, se rinde homenaje a su 
fundador y se dictan otras disposiciones, presentado 
a consideración del Congreso de la República por el 
honorable Representante Bladimiro Nicolás Cuello 
Daza, en los términos del artículo 156 de la Ley 5ª de 
1992, procedo, así:

1. IMPORTANCIA, CONTENIDO Y ALCANCE 
DE LA INICIATIVA PARLAMENTARIA

La iniciativa legislativa en estudio está encaminada en 
primera a la exaltación de los 400 años de la fundación 
y 20 años de haberse erigido como Entidad Territorial 
del municipio de El Molino, en el departamento de 
La Guajira, “enaltecer y rendir tributo de honores a su 
ciudadanía”.

Dicha exaltación es ampliamente merecida, debi-
do a que El Molino, ha sido parte activa de nuestra 
vida republicana, y en especial porque ahí se esta-
bleció la primera imprenta de Colombia, en la que 

se editaron “Los Derechos del Hombre”, traducidos 
del Francés al Español por Antonio Nariño, uno de 
los hombres más influyentes de nuestro proceso 
Independentista.

Así mismo, fue escenario de sucesos de gran impor-
tancia en nuestro proceso histórico, allí se dieron “La 
Batalla del Sardá”.

La iniciativa legislativa en estudio, consta de cuatro 
-

culación de la Nación a la efemérides del Municipio de 
El Molino, en sus 400 años de fundación y 20 años de 
haberse erigido en municipio (artículo 1°); la reapertura 
y acondicionamiento del camino histórico que conduce 
desde el municipio de El Molino hacia la República de 
Venezuela; Refacción del Palacio Municipal; Desarro-
llo de un programa de Construcción de Vivienda de 
Interés Social; Construcción de un Hospital de Primer 
Nivel; Construcción de la Casa Indígena Cariachil; 
Construcción de un Centro de Artesanías; Adecuación 

-
mita Monumento Nacional; Adecuación del callejón 
Torcer; Construcción de la Casa de la Imprenta; entre 
otros (artículo 2º); autorización al Gobierno Nacional 
para incorporar dentro del Presupuesto General de 
la Nación las obras antes mencionadas (artículo 3º): 
vigencia (artículo 4º).

2. FACULTAD DE LOS CONGRESISTAS EN LA 
PRESENTACION DE ESTE TIPO DE INICIATIVA 
LEGISLATIVA (CONSTITUCIONAL Y LEGAL)

Nuestro Sistema Constitucional y Legal es permi-
sivo con los miembros del Congreso de la República, 
ya que lo faculta para la presentación de proyectos de 
ley y/o acto legislativo, cosa contraria de lo que ocurre 
con otras Sistemas Constitucionales, donde sólo se 
pueden presentar iniciativas legislativas a través de 
Bancadas.

a) ASPECTOS CONSTITUCIONALES
Los artículos 150, 154, 334, 341 y 359 N. 3, su-
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Congreso de la República de interpretar, reformar y 
derogar las leyes; a la facultad que tienen los miembros 
de las Cámaras Legislativas de presentar proyectos de 
ley y/o acto legislativo; lo concerniente a la dirección 
de la economía por parte del Estado; la obligación del 
Gobierno Nacional en la elaboración del Plan Nacional 
de Desarrollo; y la prohibición constitucional de que no 

excepción las contempladas en el numeral 3 del artículo 
359 Constitucional.

b) ASPECTOS LEGALES 
La Ley 5ª de 1992 (Reglamento Interno del Congreso) 

dispone en su artículo 140, que la iniciativa legislativa 
puede tener su origen en las Cámaras Legislativas, y en 
tal sentido, el mandato legal, dice:

“Artículo 140. Iniciativa Legislativa. Pueden presentar 
proyectos de ley:

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara in-
dividualmente y a través de las bancadas”. 

Una vez analizado el marco constitucional y legal 
de la iniciativa parlamentaria, y llegados a la conclu-
sión de que el Proyecto de ley número 002 de 2008 
Cámara, se encuentra enmarcado dentro del ámbito de 
la Constitución y la ley; el Congreso de la República, 
no invade órbitas ni competencias de otras Ramas del 
Poder Público, en especial las que le corresponden al 
Ejecutivo en cabeza del Gobierno Nacional, con la única 
objeción que se debe tener en cuenta es lo establecido 
en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003, para lo cual nos 
pronunciaremos en la presente ponencia y se tomarán 
las medidas pertinentes. 

3. ANALISIS JURISPRUDENCIAL RELACIO-
NADO CON LA INICIATIVA DEL CONGRESO EN 
EL GASTO

La Corte Constitucional mediante Sentencia C-731
de 2008, del 23 de julio de 2008, respecto a la iniciativa 
que tienen los Congresistas, ha manifestado:

“3.2. Esta Corporación se ha pronunciado en múl-
tiples ocasiones acerca de la constitucionalidad de 
normas que autorizan la realización de ciertos gas-
tos. De manera general, la Corte ha señalado que di-
chas autorizaciones no vulneran la distribución de 
competencias entre el Legislador y el Gobierno1. La 
Corte ha señalado de manera reiterada que las au-
torizaciones otorgadas por el legislador al Gobier-
no Nacional, para la realización de gastos dirigidos 
a ejecutar obras en las entidades territoriales, son 
compatibles con las normas orgánicas, y no violan el 
artículo 151 superior, cuando las normas objetadas 

2. En la Sentencia C-1047 de 2004, la 
Corte resumió la línea jurisprudencial en la materia, 
de la siguiente manera:

1 Ver entre otras, la Sentencia C-782 de 2001, M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa; SV Rodrigo Escobar Gil; C-1047
de 2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa, AV: Jaime 
Araújo Rentería.

2 Ver entre otras las Sentencias C-581 de 1997, MP Vladi-
miro Naranjo Mesa, C-196 de 2001, MP Eduardo Mon-
tealegre Lynett. Salvamentos parciales de voto de los 
magistrados José Gregorio Hernández Galindo, Manuel 
José Cepeda Espinosa, Alejandro Martínez Caballero, 
Fabio Morón Díaz, Eduardo Montealegre Lynett  y C-
483 de 2002, MP Alfredo Beltrán Sierra, C-197 de 2001,
MP Rodrigo Escobar Gil, C-1047 de 2004.

Esta Corporación se ha pronunciado en múlti-
ples ocasiones acerca de la constitucionalidad de 
normas que decretan honores o reconocen un hecho 
importante para la vida de la Nación o de una de sus 
comunidades, y autoriza la realización de ciertos 
gastos. 

De manera general, la Corte ha señalado que 
dichas autorizaciones no vulneran la distribución 
de competencias entre el Legislador y el Gobierno. 
Así, en la Sentencia C-782 de 20013 se declararon 
exequibles unas normas legales que, con el propó-
sito de exaltar la memoria de un personaje público, 
autorizaban al Gobierno para realizar ciertos gastos 
específicos en el ámbito municipal4. La Corte con-
sideró lo siguiente:

“La expedición de una serie de normas que den-
tro del articulado de una ley que decreta honores a 
un ciudadano, o que reconoce un hecho importante 
para la vida de la Nación o de una de sus comunida-
des, autoriza la realización de ciertos gastos, es una 
materia sobre la cual esta Corporación ya se ha pro-
nunciado:

‘(…) Así, esta Corte ha señalado que, salvo las 
restricciones constitucionales expresas, el Congreso 
puede aprobar leyes que comporten gasto público. 
Sin embargo, corresponde al Gobierno decidir si in-
cluye o no en el respectivo proyecto de presupuesto 
esos gastos, por lo cual no puede el Congreso, al de-
cretar un gasto, “ordenar traslados presupuestales 
para arbitrar los respectivos recursos”5. Por ende, el 
escrutinio judicial para determinar si en este aspecto 
una ley es o no constitucional consiste en analizar si 
la respectiva norma consagra “un mandato imperati-
vo dirigido al ejecutivo”, caso en el cual es inexequi-
ble, “o si, por el contrario, se trata de una ley que se 
contrae a decretar un gasto público y, por lo tanto, a 

-

3 MP Manuel José Cepeda Espinosa; SV Rodrigo EscobarMP Manuel José Cepeda Espinosa; SV Rodrigo Escobar 
Gil.

4 Las normas acusadas estaban contenidas en la Ley 609 
de 2000 (por medio de la cual la República de Colom-
bia exalta la memoria del General Gustavo Rojas Pinilla, 
al cumplirse el primer centenario de su nacimiento). Se 
destacan los siguientes artículos acusados: “Artículo 3°. 
Autorízase al Gobierno para la emisión de una estampi-
lla que deberá estar en circulación por los mismos días 
que se celebra el natalicio del ilustre Presidente, el 12
de marzo del año 2000, con la siguiente leyenda Gusta-
vo Rojas Pinilla ‘Paz, Justicia y Libertad’. || Artículo 4°. 
Para la construcción del Auditorio Gustavo Rojas Pini-
lla, en la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Tun-
ja, el Gobierno Nacional autorizará la suma de dos mil 
cuatrocientos diez millones de pesos ($2.410.000.000).

-
pal de la ciudad de Tunja se autorizará por cuenta del 
Gobierno Nacional la suma de tres mil cien millones 
de pesos ($3.100.000.000). || Artículo 6°. El Gobierno 
Nacional, por medio de la Unidad Especial de Aeronáu-
tica Civil, autorizará la suma de setecientos veinte mi-
llones de pesos ($720.000.000) para la terminación de 
las obras, estudios, diseños, adecuaciones, dotaciones de 
radioayudas, iluminación y equipos necesarios para una 
apropiada operación del aeropuerto Gustavo Rojas Pini-
lla de la ciudad de Tunja. || Artículo 7°. Para el rescate 
del patrimonio histórico de la ciudad de Tunja, Cojines 
del Zaque, la Capilla de San Lorenzo, la Casa del Fun-
dador, Piedra de Bolívar o Loma de los Ahorcados y la 
Iglesia de Santa Bárbara, el Gobierno Nacional, a través 
del Ministerio de la Cultura, autorizará una partida de 
dos mil millones de pesos ($2.000.000.000)”.

5 Sentencia C-490/94. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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tual inclusión de la partida correspondiente, en la ley 
de presupuesto”6, evento en el cual es perfectamente 
legítima’ 7.

(…)
Así, la Ley 609 de 2000 es, entre muchas otras, una 

norma legal que el Gobierno habrá de tener en cuen-

Presupuesto Nacional, los gastos públicos que en ella 
se autorizan con el propósito de exaltar la memoria 
del ex general Gustavo Rojas Pinilla. De este modo, 
“la iniciativa parlamentaria para presentar proyec-
tos de ley que decreten gasto público, no conlleva la 

Nación (…) simplemente esas leyes servirán de título 
para que posteriormente, a iniciativa del Gobierno, se 
incluyan en la Ley Anual del Presupuesto las partidas 
necesarias para atender esos gastos...”8. En este orden 
de ideas, las autorizaciones que allí se hacen a pesar 
del lenguaje imperativo con el que están redactadas y 
la alusión a sumas de dinero concretas, no dejan de ser 
disposiciones que entran a formar parte del universo 
de gastos que ha de tener en cuenta el Gobierno para 
formular el proyecto de presupuesto anual y, en todo 
caso, las erogaciones autorizadas que se incorporan al 
proyecto anual del Presupuesto General de la Nación, 
formarán parte de este ‘de acuerdo con la disponibili-
dad de los recursos, y las prioridades del Gobierno’9,
siempre de la mano de los principios y objetivos gene-
rales señalados en el Plan Nacional de Desarrollo, en 
el estatuto orgánico del presupuesto y en las disposi-
ciones que organizan el régimen de ordenamiento te-

6 Sentencia C-360/94. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Fundamento Jurídico N° 6.

7 Corte Constitucional Sentencia C-324 de 1997 M.P. Ale-
jandro Martínez Caballero. Aquí se estudiaron las Obje-
ciones Presidenciales al Proyecto de ley N° 157/95 (S) y 
259/95 (C) “Por medio de la cual la Nación se asocia a 
la celebración del Sesquicentenario de la ciudad de Ma-

de vital importancia para esta ciudad”; la doctrina con-
tenida en la cita fue reiterada en la Sentencia C-196 de 
2001 M.P. Eduardo Montealegre Lynett. En esta ocasión 
se declaró la exequibilidad el artículo 4° del Proyecto de 
Ley Nº 122/96 Senado-117/95 Cámara, “por la cual se 
honra la memoria de un ilustre hijo de Boyacá”, salvo 
la expresión “y traslados presupuestales”, que se declara 
inexequible, como resultado de las objeciones presenta-
das por el Presidente de la República.  Estas sentencias 
recogen las reglas establecidas por la Corte desde sus 
inicios (Cfr. Sentencia C-057 de 1993 M.P. Simón Ro-
dríguez Rodríguez.  En esta oportunidad se declararon 
infundadas las objeciones de inconstitucionalidad for-
muladas por el Ejecutivo al Proyecto de Ley No. 134
de 1989 (S), 198 de 1989 (C) “por la cual la Nación se 
asocia a la celebración de los 450 años del Municipio 
de Marmato, Departamento de Caldas y se dictan otras 
disposiciones”.  Aquí se consideró que la autorización de 
gastos que hace el Congreso al Gobierno no implica, en 
principio, la limitación de las atribuciones que tiene cada 
órgano en la formulación de la política presupuestal).  

8 Corte Constitucional Sentencia C-343 de 1995 M.P. Vla-Corte Constitucional Sentencia C-343 de 1995 M.P. Vla-
dimiro Naranjo Mesa. En esta oportunidad se declararonEn esta oportunidad se declararon 
infundadas las Objeciones Presidenciales al Proyecto de 
ley N° 156 de 1993 del Senado de la República y 45 de 
1993 de la Cámara de Representantes  “Por medio de la 
cual se declara monumento nacional el Templo de San 
Roque, en el barrio San Roque de la ciudad de Barran-
quilla, Departamento del Atlántico”.

9 Este el principio orientador contenido en el artículo 39 
del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico del Presu-
puesto).

rritorial repartiendo las competencias entre la Nación 
y las entidades territoriales”.

De otra parte, la Corte ha declarado inexequibles 
normas legales, o proyectos de ley objetados por el 
Presidente de la República, que, en vez de autorizar al 
Gobierno para realizar ciertos gastos, le ordenan hacerlo. 
En este sentido, la Sentencia C-197 de 200110 declaró 
fundadas las objeciones presidenciales dirigidas contra 
una ley que ordenaba al Ejecutivo asignar unas sumas 
de dinero para la realización de ciertas obras. 

Adicionalmente, la Corte se ha pronunciado en al-
gunas ocasiones acerca de si las normas legales que au-
torizan al Gobierno para realizar desembolsos, violan 

nacional, los gastos exclusivos de entidades territoria-
les, y cuyos recursos están incluidos en la participación 
de dichas autoridades en los ingresos nacionales. Así, 
la Corte ha decidido que son contrarios a la Ley Orgá-
nica sobre transferencias territoriales (Ley 60 de 1993,
la cual fue derogada por la Ley 715 de 2001 a raíz de la 
reforma constitucional aprobada mediante el Acto Le-
gislativo 01 de 2001) los enunciados normativos que 
ordenan al Gobierno realizar gastos que son compe-
tencia exclusiva de las entidades territoriales. En este 
orden de ideas, la Sentencia C-581 de 199711 decidió 
lo siguiente:

“La norma objetada que ocupa la atención de la 
Corte, autoriza al Gobierno para asignar dentro del 
Presupuesto Nacional de la vigencia de 1997 a 1998,
las sumas de dinero necesarias para construir el es-
tadio “Centenario” del Municipio de Puerto Tejada, 
autorización que el legislador no puede otorgar sin 
contradecir el artículo 21 numeral 11 de la Ley 60 de 
1993, orgánica de distribución de competencias entre 
las entidades territoriales y la Nación, toda vez que esta 
norma prescribe que la participación de los municipios 

inversión en las instalaciones deportivas que requiera 
el municipio respectivo. No se pueden, así, incluir para 

las cosas, en cuanto a la norma objetada, contenida 
en el artículo 2° bajo examen, es contraria a las pres-
cripciones de la Ley Orgánica a la que debe ceñirse el 
legislador, y vulnera, de contera, el artículo 151 supe-
rior que ordena que la actividad legislativa se supedite 
a las leyes orgánicas.

Si bien el parágrafo del artículo 21 de la Ley 60
de 1993 menciona dos excepciones a la prohibición de 

actividades municipales que la misma disposición or-
dena llevar a cabo con los recursos provenientes del 

de Puerto Tejada no se cobija bajo tales excepciones. 

a cargo de la Nación con participación de las entida-

programas municipales, supuestos que no tocan con el 
previsto en la norma objetada, ya que no se puede in-
terpretar que la construcción del estadio con recursos 
del presupuesto nacional se trate de una función a car-
go de la Nación con participación del municipio, cuan-
do la Ley orgánica de distribución de competencias ex-
presamente prescribe que esta no es función a cargo de 
la Nación, sino del Municipio exclusivamente”.

10 MP Rodrigo Escobar Gil. MP Rodrigo Escobar Gil.
11 MP Vladimiro Naranjo Mesa.MP Vladimiro Naranjo Mesa.
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(…)
35. Ciertamente, dadas las condiciones actuales en que 

se desempeña el Congreso de la República, admitir que 
el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituye un requi-
sito de trámite, que crea una carga adicional y exclusiva 
sobre el Congreso en la formación de los proyectos de 

la facultad del Congreso para legislar y concederle al 
Ministerio de Hacienda una especie de poder de veto 
sobre los proyectos de ley. 

Por una parte, los requisitos contenidos en el artículo 
presuponen que los congresistas –o las bancadas- tengan 

sus proyectos frente al Marco Fiscal de Mediano Plazo. 
En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas 
en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 constituyen un 
requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionada-
mente la capacidad de iniciativa legislativa que reside 
en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, 
en la medida en que se lesiona seriamente la autonomía 
del Legislativo. 

Precisamente, los obstáculos casi insuperables que 
se generarían para la actividad legislativa del Congreso 
de la República conducirían a concederle una forma de 
poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas 
de ley en el Parlamento. El Ministerio de Hacienda es 
quien cuenta con los elementos necesarios para poder 

-
cer de dónde pueden surgir los recursos necesarios para 
asumir los costos de un proyecto y para determinar la 
compatibilidad de los proyectos con el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo. A él tendrían que acudir los congresistas 
o las bancadas que quieren presentar un proyecto de 
ley que implique gastos. De esta manera, el Ministerio 
decidiría qué peticiones atiende y el orden de prioridad 
para hacerlo. Con ello adquiriría el poder de determinar 
la agenda legislativa, en desmedro de la autonomía del 
Congreso.

Pero, además, el Ministerio podría decidir no inter-
venir en el trámite de un proyecto de ley que genere 

proyectos. Ello podría conducir a que el proyecto fuera 
aprobado sin haberse escuchado la posición del Ministerio 
y sin conocer de manera certera si el proyecto se adecua a 
las exigencias macroeconómicas establecidas en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo. En realidad, esta situación ya 
se presentó en el caso analizado en la Sentencia C-874 
de 2005 –atrás reseñada– y el Presidente de la República 
objetó el proyecto por cuanto el Ministerio de Hacienda 
no había conceptuado acerca de la iniciativa legal. Sin 
embargo, como se recordó, en aquella ocasión la Corte 
manifestó que la omisión del Ministerio de Hacienda no 
afectaba la validez del proceso legislativo. 

36. Por todo lo anterior, la Corte considera que los 
primeros tres incisos del artículo 7° de la Ley 819 de 
2003 deben entenderse como parámetros de racionali-
dad de la actividad legislativa, y como una carga que le 
incumbe inicialmente al Ministerio de Hacienda, una 
vez que el Congreso ha valorado, con la información y 
las herramientas que tiene a su alcance, las incidencias 

-

labor legislativa. 

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en 

dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, 
pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la 
función legislativa ni crear un poder de veto legislativo 
en cabeza del Ministro de Hacienda. Y en ese proceso 
de racionalidad legislativa la carga principal reposa en 
el Ministerio de Hacienda, que es el que cuenta con los 
datos, los equipos de funcionarios y la experticia en 
materia económica. Por lo tanto, en el caso de que los 
congresistas tramiten un proyecto incorporando estima-

de atender esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad 
del proyecto con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, le 
corresponde al Ministro de Hacienda intervenir en el 
proceso legislativo para ilustrar al Congreso acerca de las 
consecuencias económicas del proyecto. Y el Congreso 
habrá de recibir y valorar el concepto emitido por el Mi-
nisterio. No obstante, la carga de demostrar y convencer 
a los congresistas acerca de la incompatibilidad de cierto 
proyecto con el Marco Fiscal de Mediano Plazo recae 
sobre el Ministro de Hacienda. 

Por otra parte, es preciso reiterar que si el Ministe-
rio de Hacienda no participa en el curso del proyecto 
durante su formación en el Congreso de la República, 

encuentra viciado por no haber tenido en cuenta las 
condiciones establecidas en el artículo 7° de la Ley 819
de 2003. Puesto que la carga principal en la presentación 

el Ministerio de Hacienda, la omisión del Ministerio 
en informar a los congresistas acerca de los problemas 
que presenta el proyecto no afecta la validez del proceso 
legislativo ni vicia la ley correspondiente. 

En relación con el presente proyecto, el Ministro 
de Hacienda y Crédito Público manifestó el 25 de julio 
de 2007 a la Presidenta del Senado de la República 
que era “prioritario analizar por parte del Congreso, 
la pertinencia de la aprobación de leyes, comúnmente 
denominadas de honores que crean mayores presiones 
de gasto público. (…) Según lo expuesto a la luz del 
artículo 7° de la Ley 819 de 2003, sería necesario que 
se estableciera claramente en la exposición de motivos 

-
mo así como la fuente de ingreso adicional generada 

reiterado esta entidad en múltiples ocasiones”12. Aun 
cuando en esta carta el Ministerio insiste en que el 
Congreso “analice
proyectos de obras autorizados, de ello no se sigue que 
la carga de realizar ese estudio haya sido trasladada por 
el Gobierno al Congreso, ni que la ausencia del mismo le 
impida al Congreso continuar con el trámite legislativo. 
De conformidad con lo señalado en la jurisprudencia 
citada, el Gobierno debió presentar esa valoración para 
que el Congreso pudiera considerar la conveniencia o 
inconveniencia de las obras propuestas desde el punto 

3.4. En conclusión, en el asunto bajo estudio, las obje-
ciones formuladas al proyecto de ley resultan infundadas 
por dos razones: (i) porque la fórmula empleada por el 

el municipio de Alejandría –que emplea la expresión 
“autorícese”- no ordenar al Gobierno incluir una partida 
sino que permite que tales obras se sufraguen a través 

12 Cfr. Folios 194-195.
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ha señalado como acorde a la Constitución Política; y 
(ii) porque la exigencia de que se conozcan los costos 

el Congreso de la República, establecida en el artículo 
7° de la Ley 819 de 2003, es una herramienta para la 
racionalidad legislativa, que crea una carga inicial sobre 
el Ejecutivo que este no cumplió en el presente caso, la 
cual no puede constituirse en una barrera insalvable para 
el ejercicio de la función legislativa de manera autónoma 
por parte del Congreso de la República”.

4. TRAMITE A LA INICIATIVA LEGISLATIVA 
EN LA CAMARA DE REPRESENTANTES

El Proyecto de ley 211 de 2008 Cámara, fue presentado 
a consideración del Congreso de la República el día 25 
de noviembre de 2008, por el honorable Representante 
Bladimiro Nicolás Cuello Daza, en la Secretaría General 
de la Cámara de Representantes. Dicho proyecto de ley, 
ha tenido el siguiente trámite legislativo:

• Publicación proyecto de ley: Gaceta del Congreso
de la República número 870 de 2008.

• Enviado a la Comisión Cuarta Constitucional Per-
manente el día 25 de noviembre de 2008 y recibido en 
la misma el día 2 de diciembre de 2008, conforme a lo 
establecido en la Ley 3ª de 1992.

-
bre de 2008 fui designado como Ponente de la presente 
iniciativa legislativa en estudio. 

PROPOSICION FINAL
Por las anteriores consideraciones, proponemos a los 

miembros de la Comisión Cuarta Constitucional Permanente 
de la Cámara de Representantes, dar Primer Debate al Pro-
yecto de ley número 211 de 2008 Cámara, por la cual la 
Nación se asocia a los cuatrocientos años de fundación y a 
los veinte años de vida administrativa del municipio de El 
Molino, departamento de La Guajira, se rinde homenaje 
a su fundador y se dictan otras disposiciones.

Cordial saludo,
Pedro Mary Muvdi Aranguena,

Ponente.

T E X T O S   D E F I N I T I V O S 
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO

DE ACTO LEGISLATIVO NUMERO 204 
DE 2008 CAMARA, 04 DE 2008 SENADO

por el cual se adiciona el Título VIII, Capítulo V, de las 
jurisdicciones especiales de la Constitución Política.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese a la Constitución Política el 
siguiente artículo:

“Artículo 246 A. La Justicia Penal Militar ejercerá sus 
funciones jurisdiccionales de conformidad con el Fuero 
Penal Militar. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

acusación, control de garantías y ejecución de penas será 
ejercida por miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo o en retiro y por personal civil”.

Artículo 2°. Vigencia. El presente acto legislativo 
rige a partir de su promulgación.

Zamir Silva Amín,
Ponente.

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 15 de 2008.
En Sesión Plenaria del día 15 de diciembre de 2008, 

Proyecto de Acto Legislativo 
número 204 de 2008 Cámara, 04 de 2008 Senado,
por el cual se adiciona el Título VIII, Capítulo V, de las 
jurisdicciones especiales de la Constitución Política

de acto legislativo siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 
número 158 de diciembre 15 de 2008, previo su anuncio 
en Sesión Plenaria el día 10 de diciembre de 2008, según 
consta en el Acta de Sesión Plenaria número 157.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 159 DE 2008 CAMARA, 100 

DE 2008 SENADO
por medio de la cual se reviste al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias en 
aplicación del numeral 10 del artículo 150 de la Cons-
titución Política para expedir normas con fuerza de ley 

el cual se regula el servicio exterior de la República y 
la Carrera Diplomática y Consular.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El objeto de la presente ley es fortalecer la 
Carrera Diplomática y Consular y establecer los criterios 
con base en los cuales se estructura el Servicio Exterior 
de la República de Colombia.

Artículo 2°. Servicio exterior. Entiéndase por servicio 
exterior la actividad administrada por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, en desarrollo de la política exterior 
de Colombia, dentro o fuera del territorio de la República, 

proteger y asistir a sus nacionales en el exterior.
Artículo 3°. Por tratarse de una carrera especializada, 

fundada en el principio del mérito y la experiencia, el 
ingreso a la Carrera Diplomática y Consular se realiza-
rá por concurso y en la categoría de Tercer Secretario. 
Los ascensos en esta carrera se realizarán de categoría 
en categoría previo cumplimiento de los requisitos de 
méritos para acceder a cada categoría.

Parágrafo. El decreto que se expida en uso de estas 

experiencias para el nombramiento de funcionarios de 
libre nombramiento y remoción en el servicio exterior.

Artículo 4°. Facultades extraordinarias. De confor-
midad con lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 
150 de la Constitución Política, revístese al Presidente 
de la República de precisas facultades extraordinarias 
para que, en el término de seis (6) meses, contados a 
partir de la publicación de la presente ley, expida normas 

2000, mediante el cual se regula el Servicio Exterior de 
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la República y la Carrera Diplomática y Consular con el 
objeto de dotarlos de medios, instrumentos y procesos que 
consoliden la gestión de la política exterior. En especial, 
lo relacionado con los siguientes aspectos:

-
cación del desempeño, permanencia, tiempos de perma-
nencia en cada categoría, incluidos alternación, retiro del 
servicio, y los demás necesarios de regulación.

Parágrafo 1°. El decreto que se expida en el uso 

el ingreso, cupos para el ascenso, ni podrá establecer 
la pérdida del examen de ascenso como causal para el 
retiro de la Carrera.

Artículo 5°. El decreto que se expida tendrá en cuenta, 
además de los principios consagrados en la Constitución 
Política, los siguientes principios rectores:

1. Moralidad. Actitud permanente para desarrollar 
funciones y cumplir la misión en términos de cooperación, 
solidaridad y respeto por la dignidad de las personas y 
la soberanía del Estado.

recursos disponibles, de suerte que sea posible ejecutar 
la misión y las atribuciones del Ministerio de Relaciones 
Exteriores en forma adecuada y oportuna.

3. Economía y celeridad. Agilización de los procedi-
mientos y de las decisiones para el cumplimiento de las 
gestiones asignadas con la menor cantidad de trámites y 
exigencias documentales, considerando lo que demanden 
las normas respectiva.

4. Imparcialidad. Respeto por las libertades básicas, 
de suerte que todo asunto sea considerado con refe-
rencia al principio de igualdad y a la dignidad de las 
personas, respetando las diferencias, y en desarrollo de 
una política internacional que preserve los intereses del 
Estado, sobre las bases de la equidad, la reciprocidad y 
la conveniencia nacional.

5. Publicidad. Comunicación a los interesados de 
los actos administrativos cuando la ley así lo determine, 
según la naturaleza del acto.

6. Transparencia. Prevalencia de los intereses de la colec-
tividad nacional respecto de los intereses personales de cada 
funcionario, en orden a una prestación del servicio acorde 
con las responsabilidades de quienes ejercen función pública 
en desarrollo de la política internacional del Estado.

7. Especialidad. Cumplimiento de requisitos y con-
diciones derivados de las particulares características de 
la prestación del servicio en desarrollo de la política 

de las funciones asignadas y de las gestiones encomen-
dadas con la dignidad, el decoro, el conocimiento y el 
liderazgo que dicha particularidad requiere.

8. Unidad e integralidad. Coherencia y articulación 
entre las actuaciones de las diversas entidades del Estado 
y de sus funcionarios en relación con la política inter-
nacional y la representación de los intereses del Estado 
en el exterior, bajo la coordinación del Ministerio de 
Relaciones Exteriores en desarrollo de su función de 
formular y ejecutar dicha política con la dirección del 
Jefe de Estado.

a los asuntos que, por la naturaleza de la actividad del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, así lo requieran, 
incluyendo la información contenida en sus archivos.

Artículo 6°. Confórmese una comisión accidental, 
integrada por cinco (5) Senadores y cinco (5) Repre-

sentantes a la Cámara, miembros de las Comisiones 
Segundas Constitucionales, los cuales serán designados 
por las Mesas Directivas respectivas, para realizar se-
guimiento a la utilización de las facultades conferidas 
en la presente ley. El Gobierno Nacional deberá entregar 
un informe detallado por escrito y medio magnético, a 
esta subcomisión, sobre el contenido y aplicación del 
decreto-ley expedido.

Un (1) año después de expedido el decreto-ley, el 
Gobierno Nacional entregará otro informe detallado 
en el cual se mostrarán los resultados obtenidos con la 
aplicación de las disposiciones del decreto-ley, en sesión 
de cada una de las Comisiones Segundas.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

Ponentes,
Oscar Fernando Bravo Realpe, Luis Felipe Barrios 

Barrios, Silfredo Morales Altamar, Pedro Nelson Pardo 
Rodríguez, Jairo Fernández Quessep, Fabiola Olaya Ri-
vera, Julio Gallardo Archbold, Héctor Javier Osorio.

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 15 de 2008
En Sesión Plenaria del día 15 de diciembre de 2008, 

Proyecto de ley número 159 de 
2008 Cámara, 100 de 2008 Senado, por medio de la 
cual se reviste al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias en aplicación del numeral 10 
del artículo 150 de la Constitución Política para expedir 

exterior de la República y la Carrera Diplomática y 
Consular. 
ley siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 
158 de diciembre 15 de 2008, previo su anuncio el día 
10 de diciembre de 2008, según Acta 157.

El Secretario General,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 335 DE 2008 CAMARA, 
178 DE 2007 SENADO

por medio de la cual se expiden normas para fortalecer 
el marco legal que permite a los organismos, que llevan 
a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
cumplir con su misión constitucional y legal, y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPITULO I

Principios generales
Artículo 1°. Objeto y alcance. La presente ley tiene 

por objeto fortalecer el marco legal que permite a los 
organismos que llevan a cabo actividades de inteligen-
cia y contrainteligencia cumplir adecuadamente con su 
misión constitucional y legal, estableciendo los límites 

los mecanismos de control y supervisión, la regulación 
de sus bases de datos, la protección de sus miembros, 
la coordinación y cooperación entre sus organismos y 
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los deberes de colaboración de las entidades públicas y 
privadas entre otras disposiciones.

Artículo 2°. 
contrainteligencia. La función de inteligencia y contra-
inteligencia es aquella que se desarrolla por organismos 
especializados del Estado, del orden nacional, dedicados 
al planeamiento, recolección, procesamiento, análisis 
y difusión de la información necesaria para defender 
los derechos humanos, prevenir y combatir amenazas, 
internas o externas, contra la convivencia democrática, 

-
ciados en esta ley.

Artículo 3°. Organismos que llevan a cabo activida-
des de inteligencia y contrainteligencia. Las actividades 
de inteligencia y contrainteligencia son llevadas a cabo 
por las dependencias de las Fuerzas Militares y la Po-

Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y la 
Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF).
Estos cumplen su función a través de operaciones básicas 
y especializadas, utilizando medios humanos o técnicos. 
Estos organismos conforman la comunidad de inteligen-
cia y son los únicos autorizados para desarrollar labores 
de inteligencia y contrainteligencia en el ámbito de la 
seguridad y la defensa nacional.

Artículo 4°. -
cia y contrainteligencia. Las actividades de inteligencia 
y contrainteligencia estarán limitadas en su ejercicio al 
respeto de los derechos humanos, al cumplimiento es-
tricto de la Constitución, la ley, el Derecho Internacional 
Humanitario, y en especial al apego al principio de la 
reserva legal, que garantiza la protección de los dere-
chos a la honra, al buen nombre, la intimidad personal 
y familiar y al debido proceso.

Ninguna información para propósitos de inteligen-

diferentes de:

del Estado, la vigencia del régimen democrático y la 
seguridad y defensa de la Nación, y prevenir de ame-
nazas contra las personas residentes en Colombia y los 
ciudadanos colombianos en todo tiempo y lugar;

b) Proteger a la población y las instituciones demo-
cráticas frente a amenazas tales como el terrorismo, el 

explosivos y otros materiales relacionados, el lavado de 
activos, y otras amenazas de igual naturaleza.

En ningún caso la información con propósitos de 
inteligencia y contrainteligencia será recolectada, pro-
cesada o diseminada por razones de género, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 

o de derechos humanos, o para promover los intereses 
de cualquier partido político o afectar los derechos y 
garantías de los partidos políticos de oposición.

Artículo 5°. Principios de la actividad de inteligencia 
y contrainteligencia. En el desarrollo de actividades de 
inteligencia y contrainteligencia se observarán de manera 
estricta y en todo momento los siguientes principios:

Principio de necesidad: Las actividades de inteligen-
cia y contrainteligencia deben ser necesarias para alcanzar 

ellas siempre que no existan otros medios que permitan 

Principio de idoneidad: Las actividades de inteligen-
cia y contrainteligencia deben hacer uso de medios que 

4° de esta ley.
Principio de proporcionalidad: Las actividades 

de inteligencia y contrainteligencia deberán ser propor-

exceder las restricciones impuestas sobre otros principios 
y valores constitucionales.

CAPITULO II
Coordinación y cooperación en las actividades 

de inteligencia y contrainteligencia
Artículo 6°. Coordinación y cooperación. Los orga-

nismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia cooperarán armónicamente y deci-

de inteligencia y contrainteligencia y coordinando de 

Artículo 7°. Junta de Inteligencia Conjunta - JIC.
La Junta de Inteligencia se reunirá al menos una vez al 
mes para analizar dentro de su competencia los asuntos 
relacionados con la seguridad y defensa del Estado, coor-
dinar las actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
y asegurar la cooperación entre los distintos organismos 
que las llevan a cabo. Esta Junta está conformada de 
manera indelegable por:

a) El Ministro de la Defensa Nacional, quien la 
presidirá;

b) El Viceministro para las Políticas y Asuntos Inter-
nacionales, quien la presidirá en ausencia del Ministro 
titular;

c) Los Directores de Inteligencia del Comando Ge-
neral de las Fuerzas Militares, el Ejército, la Armada, la 
Fuerza Aérea y la Policía Nacional;

d) El Director de Inteligencia del DAS; y
e) El Director de la UIAF.
Parágrafo 1°. En cualquier caso, la participación del 

DAS y de la UIAF en la JIC estará sujeta a su autonomía 
e independencia.

Parágrafo 2°. Los integrantes de la JIC deberán 
compartir la información de inteligencia que tengan a su 
disposición con los miembros de la misma. En cualquier 
caso, esta información será manejada por la JIC con la 
debida reserva; dentro del marco de la presente ley y en 
el ejercicio como delegado ante las JIC.

Parágrafo 3°. El Ministro de Relaciones Exteriores 
deberá ser invitado al menos una vez al semestre a la 
Junta de Inteligencia, y en cualquier caso, siempre que 
se discutan asuntos de inteligencia externa.

Artículo 8°. Funciones de la Junta de Inteligencia 
Conjunta. La Junta de Inteligencia Conjunta tiene las 
siguientes funciones:

a) Producir estimativos de inteligencia que apoyen la 
toma de decisiones por parte del Gobierno Nacional.

b) Producir documentos consolidados de inteligencia 
estratégica.

c) Elaborar el Plan Nacional de Inteligencia.
d) Asegurar que existan procedimientos adecuados 

de protección de la información.
-

cedimientos y requerimientos para el intercambio de 
información entre organismos y de uso de los productos 
por parte de los usuarios.

f) Coordinar la distribución de tareas entre los orga-
nismos promoviendo la especialización y evitando la 
duplicidad de esfuerzos.
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g) Coordinar los planes de adquisición y compras.
h) Promover y garantizar la capacitación y profesio-

nalización de los funcionarios que realicen actividades 
de inteligencia y contrainteligencia, especialmente de 
los analistas. Para ello se promoverá la celebración de 
convenios de cooperación educativa con organismos 
nacionales, internacionales o extranjeros.

i) Establecer, dirigir y orientar un centro de fusión y 
análisis interagencial de la información el cual dependerá 
de la Junta y estará conformado por un analista de cada 
organismo. El Gobierno reglamentará la materia.

j) Coordinar la producción de un reporte de análisis 
estratégico mensual dirigido al Presidente de la Repú-
blica, sin perjuicio de los que puedan elaborarse para 
temas coyunturales.

Parágrafo 1°. La JIC creará Juntas de Inteligencia 
Regionales cuya función es la coordinación de las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia a nivel 
regional.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional reglamentará la 
elaboración del reporte de análisis estratégico mensual, 
los protocolos de entrega y la autorización de su cono-
cimiento por parte de otros funcionarios del Estado.

Artículo 9°. Plan Nacional de Inteligencia. El Plan 
Nacional de Inteligencia es el documento de carácter 

los organismos que llevan a cabo actividades de inteli-
gencia y contrainteligencia. Este Plan será proyectado 
para un periodo de un año. El primer Plan Nacional de 
Inteligencia entrará en vigencia dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la publicación de la presente ley.

CAPITULO III
Control y supervisión

Artículo 10. Autorización y documentos soportes. Las 
misiones y operaciones de inteligencia y contrainteligen-
cia deberán estar plenamente soportadas y autorizadas por 
orden de operaciones o misión de trabajo emitida por el 
superior jerárquico, según la naturaleza de la operación. 
Toda actividad de inteligencia y contrainteligencia a tra-
vés de la cual se desarrolle una misión u operación estará 
enmarcada dentro de estas y deberá ser reportada.

Cada organismo reglamentará quién es el superior 
jerárquico, según la naturaleza de la operación, para au-
torizar las actividades de inteligencia y contrainteligencia 
en cada caso, teniendo en cuenta la Constitución y la ley, 
sin perjuicio de las normas del Código de Procedimiento 
Penal en las materias reguladas por este.

La orden de operaciones o misión de trabajo deberá 
incluir un planeamiento detallado de la actividad de 

un cronograma de actividades. Cada organismo que 
lleve a cabo actividades de inteligencia y contrainte-

para llevar a cabo las actividades de inteligencia y 
contrainteligencia.

Artículo 11. Criterios de autorización. El superior 
jerárquico en cada caso será responsable de autorizar 
únicamente aquellas actividades de inteligencia y 

enunciados en el artículo 4° de esta ley, observen los 
principios del artículo 5° de la misma y estén enmarcadas 
dentro de un programa de planeamiento.

Esta autorización deberá obedecer a requerimien-
tos de inteligencia o contrainteligencia realizados por 
los destinatarios de la información de inteligencia y/o 

contrainteligencia o a aquellos incorporados en el Plan 
Nacional de Inteligencia.

Parágrafo. Los funcionarios de los organismos que 
llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteli-
gencia que infrinjan sus deberes u obligaciones incurrirán 
en causal de mala conducta conforme lo determinen 
las normas legales y reglamentarias de las respectivas 
instituciones, sin perjuicio de la responsabilidad civil, 

-
diencia debida no podrá ser alegada como eximente 
de responsabilidad por quien ejecuta la operación de 
inteligencia cuando esta suponga una violación a los 
derechos humanos o una infracción al Derecho Inter-
nacional Humanitario - DIH.

Artículo 12. Supervisión y control. Los Inspectores 
de la Fuerza Pública a la que estén adscritos los orga-
nismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia deberán rendir un informe anual de 

en esta ley, en la autorización y el desarrollo de activi-
dades de inteligencia y contrainteligencia. Para ello, los 
Inspectores de la Fuerza Pública contarán con toda la 
colaboración de los diferentes organismos, quienes en 
ningún caso podrán revelar sus fuentes.

En el caso del Departamento Administrativo de Se-
guridad (DAS) y la Unidad de Información y Análisis 
Financiero (UIAF), el informe mencionado en el inciso 

de Control Interno o por la dependencia que cada entidad 

Parágrafo. En cualquier caso el informe rendido por 
cada entidad no exime al Director de cada organismo 
de su responsabilidad de velar por el cumplimiento de 
la presente ley y demás obligaciones constitucionales 
y legales.

Artículo 13. Control parlamentario. Créase la Comi-
sión legal parlamentaria de Seguimiento a las actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia, la cual cumplirá 
funciones de control y seguimiento parlamentario, 

respeto de las garantías constitucionales y el cumpli-

la presente ley.
Artículo 14. Conformación y elección de los miem-

bros. La Comisión Legal Parlamentaria de Seguimiento a 
las Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia estará 
conformada por 6 congresistas permanentes miembros de 
las Comisiones Segundas Constitucionales Permanentes 
o con conocimientos o experiencia en la materia, sólo 
siempre y cuando las Comisiones no cuenten con con-
gresistas que puedan o quieran participar en la Comisión 
Legal Parlamentaria de Seguimiento a las Actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia.

Las Comisiones Segundas en sesión conjunta, median-
te el sistema de cuociente electoral, elegirán 3 miembros 
por cada corporación, asegurando la representación en 
la Comisión Legal Parlamentaria de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia, a los 
partidos y movimientos políticos que se declaren en 
oposición al Gobierno. Los miembros de la Comisión 
Legal Parlamentaria de Seguimiento a las Actividades de 
Inteligencia y Contrainteligencia serán elegidos para un 
período de cuatro años igual al periodo legislativo.



GACETA DEL CONGRESO  962 Viernes 26 de diciembre de 2008 Página 9

Artículo 15. Funciones de la Comisión Legal Parla-
mentaria de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia 
y Contrainteligencia. Son funciones de la Comisión 
Legal Parlamentaria de Seguimiento a las Actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia:

a) Producir un informe anual reservado dirigido a la 
Comisión Segunda Conjunta, con copia al Presidente de 
la República, que dé cuenta del cumplimiento de los con-
troles y garantías contenidos en la presente ley y formular 
recomendaciones para el mejoramiento del ejercicio 
de las actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
teniendo en cuenta la salvaguarda de la información que 
afecte la seguridad y la defensa nacional. El Gobierno 
Nacional reglamentará la materia.

b) Realizar mínimo una reunión semestral con la JIC 
convocada por quien la presida para velar por el cum-

en la presente ley.
c) Presentar recomendaciones para la formulación 

del Plan Nacional de Inteligencia.
d) Emitir opiniones y conceptos sobre cualquier 

proyecto de ley relacionado con la materia.
e) Emitir un concepto sobre el Informe de Auditoría 

de los gastos reservados elaborado por la Contraloría 
General de la República.

f) Citar a los funcionarios directivos de los organis-
mos de inteligencia para efectos del ejercicio del control 
político.

Parágrafo. El informe anual de la Comisión será pro-
ducto de los informes anuales rendidos por los inspectores 

DAS y la UIAF o por la dependencia que cada entidad 

con los organismos de inteligencia y contrainteligencia 
y los informes rendidos por los organismos de control 
en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 16. Seguridad de la información. Los miem-
bros de la Comisión Legal Parlamentaria de Seguimiento 
a las Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia 
serán sometidos a estudios periódicos de seguridad 

los procedimientos necesarios para que el acceso a la 
información se haga en condiciones que garanticen la 
seguridad de la misma.

Parágrafo 1°. En caso de que alguno de los congre-

para que se realice una nueva elección para reemplazarlo 
teniendo en cuenta los parámetros de representación 
antes señalados.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional podrá suspender 
pro témpore el acceso a la información por parte de la 
Comisión para evitar un perjuicio grave a la actividad 
de los organismos que llevan a cabo actividades de in-
teligencia y contrainteligencia, que afecte la seguridad 
interior, la defensa nacional o el buen éxito de las inves-
tigaciones judiciales. Esta decisión será sujeta a control 
automático por la Sala de Consulta y Servicio Civil del 
Consejo de Estado.

Artículo 17. Deber de reserva de la Comisión. Los 
miembros de la Comisión Legal Parlamentaria de Se-
guimiento a las Actividades de Inteligencia y Contrain-
teligencia están obligados a guardar reserva sobre las 
informaciones y documentos a los que tengan acceso 
durante y después de su membresía, hasta el término 
máximo que establezca la ley.

Parágrafo 1°. Ningún documento público emanado de 
la Comisión podrá revelar datos que puedan perjudicar la 
actividad ni los funcionarios de los organismos que llevan 
a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
ni atentar contra la seguridad y defensa nacional.

Parágrafo 2°. Los miembros de la Comisión así como 
el personal permanente o eventual asignado a la misma 
que hicieran uso indebido de la información a la que 
tuvieren acceso en ocasión o ejercicio de sus funciones 
serán considerados incursos en causal de mala conducta 
sin perjuicio de la responsabilidad penal a que haya lugar, 
quedarán inhabilitados para ser miembros de la Comisión 
Legal Parlamentaria de Seguimiento a las Actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia.

Parágrafo 3°. Las mesas directivas del Senado y la 
Cámara de Representantes asignarán los recursos hu-
manos y físicos necesarios para el funcionamiento de 
la Comisión Legal Parlamentaria de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia.

CAPITULO IV
Bases de datos y archivos de inteligencia 

y contrainteligencia
Artículo 18. Centros de protección de datos de inteli-

gencia y contrainteligencia. Cada uno de los organismos 
que desarrolla actividades de inteligencia y contrainteli-
gencia tendrá un Centro de Protección de datos y archivos 
de Inteligencia y Contrainteligencia (CPD). Cada Centro 
tendrá un responsable que garantizará que los procesos 
de recolección, almacenamiento, producción y difusión 
de la información de inteligencia y contrainteligencia 
estén enmarcados en la Constitución y la ley. Para ello 
se llevarán a cabo los talleres de capacitación necesarios 
dentro de cada centro.

Artículo 19. Objetivos de los CPD. Cada CPD tendrá 
los siguientes objetivos:

a) Controlar el ingreso y la salida de información a 
las bases de datos y archivos de inteligencia y contrain-
teligencia, garantizando de manera prioritaria su reserva 
constitucional y legal.

b) Asegurar que aquellos datos de inteligencia y 
contrainteligencia que una vez almacenados no sirvan 

ley, sean actualizados y depurados.
c) Garantizar que la información no será almacenada 

en las bases de datos de inteligencia y contrainteligencia 
por razones de género, raza, origen nacional o familiar, 

-
cia a una organización sindical, social o de derechos 
humanos, o para promover los intereses de cualquier 
partido político.

Parágrafo. Los criterios de actualización y depuración 
de la información serán reglamentados por la Junta de 
Inteligencia Conjunta a través de una comisión de trabajo 

los siguientes lineamientos:
a) La obligación de proteger los derechos fundamen-

tales de los ciudadanos al buen nombre, la honra y el 
debido proceso;

b) El deber de garantizar la preservación de la memoria 
histórica de la Nación; y

c) La Ley de Archivos.
Artículo 20. Difusión de datos de inteligencia y 

contrainteligencia. Los datos de inteligencia y contra-
inteligencia que reposan en los CPD, al estar amparados 
por la reserva legal, no podrán hacerse públicos ni serán 
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difundidos a particulares. Sin embargo, no se podrá opo-
ner la reserva legal a los requerimientos de autoridades 

CAPITULO V
Reserva de información en inteligencia

y contrainteligencia
Artículo 21. Reserva. Por la naturaleza de las funciones 

que cumplen los organismos que desarrollan actividades 
de inteligencia y contrainteligencia sus documentos, 
información y elementos técnicos, estarán amparados 
por la reserva legal por un término máximo de 40 años y 
tendrán carácter de información reservada según el grado 

Parágrafo. El servidor público que decida amparar-
se en la reserva para no suministrar una información 
debe hacerlo motivando por escrito la razonabilidad y 
proporcionalidad de su decisión y fundándola en esta 
disposición legal. En cualquier caso, frente a tales de-
cisiones procederán los recursos y acciones legales y 
constitucionales del caso.

Artículo 22. Compromiso de reserva. Los servidores 
públicos de los organismos que desarrollen actividades 
de inteligencia y contrainteligencia, los funcionarios 
que adelanten actividades de control, supervisión y re-
visión de documentos o bases de datos de inteligencia 
y contrainteligencia, y los usuarios de los productos de 
inteligencia, se encuentran obligados a suscribir acta de 
compromiso de reserva en relación con la información 
de que tengan conocimiento. Quienes indebidamente y 
bajo cualquier circunstancia divulguen información o 

conducta, sin perjuicio de las acciones penales a que 
haya lugar.

Para garantizar la reserva los organismos de inteligen-
cia y contrainteligencia podrán aplicar todas las pruebas 
técnicas, con la periodicidad que consideren conveniente, 

de los más altos estándares en materia de seguridad por 
parte de los servidores públicos.

Parágrafo 1°. El deber de reserva de los servidores 
públicos de los organismos que desarrollen actividades 
de inteligencia y contrainteligencia, y de los funciona-
rios y usuarios antes mencionados y los miembros de 
la Comisión Legal Parlamentaria de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia perma-
necerá aún después del cese de sus funciones o retiro de 
la institución hasta el término máximo que establezca 
la ley. Los organismos que desarrollan actividades de 
inteligencia y contrainteligencia deberán tomar todas 
las medidas necesarias para impedir que sus miembros 
copien, porten, reproduzcan, almacenen, manipulen o 
divulguen cualquier tipo de información de inteligencia 

de su misión, y diseñarán mecanismos que les permitan 
sancionar de manera efectiva estas conductas.

Parágrafo 2°. Las personas capacitadas para cumplir 
funciones relacionadas con las labores de inteligencia 
y contrainteligencia, deberán cumplir en todo momento 

permitan mantener el compromiso de reserva en el 
desarrollo de sus funciones. Para tal efecto cada una de 
las entidades que realizan actividades de inteligencia y 
contrainteligencia, desarrollarán protocolos internos para 
el proceso de selección, contratación e incorporación 
y capacitación del personal de inteligencia y contrain-
teligencia, teniendo en cuenta la doctrina, funciones y 
especialidades de cada una de las entidades.

Artículo 23. Excepción a los deberes de denuncia y 
declaración. Los servidores públicos de los organismos 

que desarrollan actividades de inteligencia y contrain-
teligencia están obligados a guardar la reserva en todo 
aquello que por razón del ejercicio de sus actividades 
hayan visto, oído o comprendido. En este sentido, los 

-
tán exonerados del deber de denuncia y no podrán ser 
obligados a declarar.

En caso de que el organismo considere necesario de-
clarar en un proceso, podrá hacerlo a través de su Director 
o su delegado, en calidad de prueba de referencia.

La exclusión del deber de denuncia no aplicará para 
los casos en que el servidor público posea información 
relacionada con la presunta comisión de un delito de lesa 
humanidad por parte de un servidor público que lleve a 
cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia.

Artículo 24. Valor probatorio de los informes de in-
teligencia. En ningún caso los informes de inteligencia 
tendrán valor probatorio dentro de procesos judiciales, 
pero su contenido podrá constituir criterio orientador 
para el desarrollo de los actos urgentes que desarrolla 
la policía judicial en materia penal. En todo caso se 
garantizará la reserva para proteger la identidad de los 
funcionarios de inteligencia y contrainteligencia, sus 
métodos y sus fuentes.

Artículo 25. 
de divulgación y empleo de documentos reservados y 
acceso abusivo a un sistema informático. Con el objeto 
de garantizar la reserva legal de los documentos de inte-
ligencia y contrainteligencia y evitar su divulgación por 
parte de los miembros de organismos que llevan a cabo 
este tipo de actividades, los artículos 194, 195, 418, 419
y 420 del Código Penal quedarán así:

“Artículo 194. Divulgación y empleo de documentos 
reservados. El que en provecho propio o ajeno o con 
perjuicio de otro divulgue o emplee el contenido de un 
documento que deba permanecer en reserva, incurrirá 
en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años, siempre 
que la conducta no constituya delito sancionado con 
pena mayor”.

“Artículo 195. Acceso abusivo a un sistema informá-
tico. El que abusivamente se introduzca en un sistema 
informático protegido con medida de seguridad o se 
mantenga contra la voluntad de quien tiene derecho a 
excluirlo, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a 
ocho (8) años”.

“Artículo 418. Revelación de secreto. El servidor 
público que indebidamente dé a conocer documento o 
noticia que deba mantener en secreto o reserva, incurrirá 
en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años y multa de 
veinte (20) a ciento veinte (120) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
funciones públicas por diez (10) años.

Si de la conducta resultare perjuicio, la pena será de 
cinco (5) a ocho (8) años de prisión, multa de sesenta 
(60) a doscientos cuarenta (240) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas por diez (10) años”.

“Artículo 419. Utilización de asunto sometido a 
secreto o reserva. El servidor público que utilice en pro-

información o dato llegados a su conocimiento por razón 
de sus funciones y que deban permanecer en secreto o 
reserva, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho 
(8) años y pérdida del empleo o cargo público, siempre 
que la conducta no constituya otro delito sancionado 
con pena mayor.

“Artículo 420. Utilización indebida de información 
 El servidor público que como em-

pleado o directivo o miembro de una junta u órgano de 
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administración de cualquier entidad pública, que haga uso 
indebido de información que haya conocido por razón 
o con ocasión de sus funciones y que no sea objeto de 

sí o para un tercero, sea este persona natural o jurídica, 
incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años 
y pérdida del empleo o cargo público”.

Parágrafo l°. Adiciónese un artículo 418B (revela-
ción de secreto culposa) a la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

“Artículo 418 B. Revelación de secreto culposa. El 
servidor público que por culpa dé indebidamente a co-
nocer documento o noticia que deba mantener en secreto 
o reserva, incurrirá en multa de diez (10) a ciento veinte 
(120) salarios mínimos legales mensuales vigentes y 
pérdida del empleo o cargo público”.

Parágrafo 2°. Adiciónese un artículo 429B a la Ley 
599 de 2000, el cual quedará así:

“La persona que bajo cualquier circunstancia dé a 
conocer información sobre la identidad de quienes desa-
rrollan actividades de inteligencia o contrainteligencia, 
incurrirá en pena de prisión de (5) cinco a (8) ocho años 
siempre que la conducta no constituya delito sancionado 
con pena mayor”.

Artículo 26. 
militar de revelación de secretos. Con el objeto de garan-
tizar la reserva legal de los documentos de inteligencia 
y contrainteligencia y evitar su divulgación por parte de 
los miembros de la Fuerza Pública que llevan a cabo este 
tipo de actividades en desarrollo del servicio, los artículos 
149 y 150 del Código Penal Militar quedarán así:

“Artículo 149. Revelación de secretos. El miembro de 
la Fuerza Pública que revele documento, acto o asunto 

secreto, o ultrasecreto, incurrirá en prisión de cinco (5) 
a doce (12) años.

Si la revelación fuere de documento, acto o asunto 

prisión de cuatro (4) a seis (6) años”.
“Artículo 150. Revelación culposa. Si los hechos a 

la pena será de uno (1) a tres (3) años de prisión”.
Artículo 27. Acceso a la información reservada por 

servidores públicos. Todas las entidades públicas que sean 
usuarias de información de inteligencia y contrainteligen-
cia deberán garantizar su reserva, seguridad y protección 
en los términos establecidos en la presente ley.

Artículo 28. Destinatarios de la información de 
inteligencia y contrainteligencia. El Presidente de la 
República y sus Ministros son los principales desti-
natarios de la información de inteligencia y los únicos 
facultados para hacer requerimientos de inteligencia a 
los organismos de inteligencia y contrainteligencia sin 
perjuicio de las facultades otorgadas por la ley a otros 
servidores públicos o entidades públicas para el acceso 
a información de inteligencia.

El Presidente de la República será el destinatario del 
reporte de análisis estratégico mensual.

En materia de inteligencia criminal el Fiscal General 
de la Nación podrá solicitar estimativos de inteligencia 
que apoyen la toma de decisiones por su Despacho en 
materia de política criminal.

CAPITULO VI
Protección de los servidores públicos que realizan

actividades de inteligencia y contrainteligencia
Artículo 29. Protección de la identidad. Con el 

públicos que desarrollan actividades de inteligencia y 

contrainteligencia, y para facilitar la realización de las 
actividades propias de su cargo, el Gobierno a través de 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, les suminis-
trará documentos con nueva identidad que deberán ser 
utilizados exclusivamente en el ejercicio de sus funciones 
y actividades.

Los directores de los organismos de inteligencia de 
las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, así como 
el Director del DAS, serán los únicos autorizados para 
solicitar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil 

para la protección de sus funcionarios.
En caso de necesitarse la expedición de otros docu-

mentos públicos o privados para el cumplimiento de la 
misión, los funcionarios de los organismos que llevan 
a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia 
podrán utilizar para el trámite el nuevo documento de 
identidad expedido por la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, sin que el uso de los nuevos documentos 
constituya infracción a la ley.

Los organismos de inteligencia y contrainteligencia, 
con la participación de la Registraduría, reglamentarán 
la implementación del sistema de custodia de la infor-
mación relacionada con la identidad funcional con el 

protección de la vida e integridad física de los agentes. 
El Registrador Nacional del Estado Civil estará obligado 
a garantizar la reserva de la información de acuerdo con 
lo establecido en la presente ley, la cual bajo ninguna 
circunstancia podrá ser divulgada.

Parágrafo 1°. En la implementación de los meca-
nismos de protección contemplados en este artículo, 
las entidades estatales deberán suscribir los convenios 

-
blecer protocolos para asegurar la reserva, seguridad y 
protección de la información.

Parágrafo 2°. El servidor público que bajo cualquier 
circunstancia dé a conocer información sobre la identi-
dad de quienes desarrollen actividades de inteligencia o 
contrainteligencia incurrirá en causal de mala conducta, 
sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.

Artículo 30. Protección de los servidores públicos 
que desarrollan actividades de inteligencia y contrain-
teligencia y su núcleo familiar. Los servidores públicos 
pertenecientes a los organismos que desarrollan activida-
des de inteligencia y contrainteligencia que con ocasión 
del cumplimiento de sus funciones y actividades se vean 
compelidos a riesgo o amenaza actual e inminente contra 
su integridad personal o la de su núcleo familiar, tendrán 
la debida protección del Estado. Para este propósito cada 
institución establecerá los mecanismos de protección 
pertinentes.

CAPITULO VII
Deberes de colaboración de las entidades 

públicas y privadas
Artículo 31. Colaboración de las entidades públicas 

y privadas. Las entidades públicas y privadas podrán 
cooperar con los organismos de inteligencia y contrain-

en esta Ley. En caso de que la información solicitada 
esté amparada por la reserva legal, los organismos de 
inteligencia y las entidades públicas y privadas podrán 
suscribir convenios interinstitucionales de mutuo acuer-
do. En cualquier caso, la entrega de tal información no 
constituirá una violación a la reserva legal, toda vez 
que la misma continuará bajo este principio, al cual se 
encuentran obligados los servidores públicos de inteli-
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gencia y contrainteligencia en virtud de lo dispuesto en 
la presente ley.

Parágrafo 1°. En cumplimiento de los términos esta-
blecidos en la presente ley los operadores de telecomuni-
caciones estarán obligados a suministrar a los organismos 
de inteligencia y contrainteligencia, previa solicitud y 
en desarrollo de una operación autorizada, el historial 
de comunicaciones de los mismos, los datos técnicos de 

operación, así como la localización de las celdas en que 
se encuentran las terminales y cualquier otra información 
que contribuya a la localización. Los organismos de in-
teligencia y contrainteligencia garantizarán la seguridad 
de esta información a través de los CPD.

Los Directores de los organismos de inteligencia serán 
los encargados de presentar por escrito a los operadores de 
telecomunicaciones la solicitud de dicha información.

En todo caso, la interceptación de comunicaciones 
estará sujeta a los procedimientos legales establecidos 
por la Constitución y la ley.

Parágrafo 2°. Los operadores de telecomunicaciones 
deberán informar al Ministerio de Comunicaciones y a 

en la tecnología de sus redes y poner a su disposición, 
en un tiempo y a un costo razonable, la implementación 
de los equipos de interceptación a la red. Los operadores 
de telecomunicaciones deberán indicar el contenido y el 

no inferior a sesenta (60) días calendario a aquel en que 
se pretenda llevar a cabo la misma.

Parágrafo 3°. Los operadores de telecomunicaciones 
deberán mantener y asegurar a los organismos que llevan 
a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
un medio de transporte que permita llamadas de voz 
encriptadas, a un costo más utilidad razonable, y para 

degraden la red del operador ni la calidad del servicio 
que este presta. Este medio se otorgará a solicitud de la 
Junta de Inteligencia Conjunta; será exclusivo del alto 
Gobierno y de los organismos de inteligencia y contra-
inteligencia del Estado; y será regulado y controlado por 
la Junta de Inteligencia Conjunta.

Artículo 32. Cooperación internacional. Los orga-
nismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia podrán celebrar convenios de coopera-
ción con entidades de similar naturaleza de otros Estados 
y organismos internacionales pertinentes.

CAPITULO VIII
Disposiciones de vigencia

Artículo 33. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

Artículo 34. Derogatorias y declaratorias de subro-
gación. La presente ley deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias, en especial el Decreto 2233 de 
1995 “por medio del cual se crean el Sistema Nacional de 
Inteligencia, el Consejo Técnico Nacional de Inteligencia, 
los Consejos Técnicos Seccionales de Inteligencia...” y 
el decreto 324 de 2000 “por el cual se crea el Centro de 
coordinación de la lucha contra los grupos de autodefensas 
ilegales y demás grupos al margen de la ley”.

Se deroga el numeral 12 del artículo 89 de la Ley 1098
de 2006 “por la cual se expide el Código de la Infancia 
y la Adolescencia”.

la Organización Interna de la Unidad Administrativa de 
Impuestos y Aduanas Nacionales”, se subrogan todas 

Inteligencia” por la “Subdirección de Prevención”. En el 
artículo 3° literal c) se deroga la siguiente disposición: 
“las labores de inteligencia y los operativos derivados 
de estas, realizados por la Dirección de Policía Fiscal y 
Aduanera, tendientes a”. En el artículo 5° se derogan las 
siguientes disposiciones: “de inteligencia” en el literal 
a), “de inteligencia” en el literal e) y “en desarrollo de 
las actividades de inteligencia” en el literal f).

Ponente Coordinador,
Oscar Fernando Bravo Realpe.

Ponentes,
Augusto Posada Sánchez, Silfredo Morales Altamar, 

Fabiola Olaya Rivera, James Brito Peláez, Luis Felipe 
Barrios Barrios.

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 16 de 2008.
En Sesión Plenaria del día 15 de diciembre de 2008, 

Proyecto de ley número 335 
de 2008 Cámara, 178 de 2007 Senado, por medio de 
la cual se expiden normas para fortalecer el marco 
legal que permite a los organismos, que llevan a cabo 
actividades de inteligencia y contrainteligencia, cumplir 
con su misión constitucional y legal, y se dictan otras 
disposiciones
de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta ma-
nera dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 
182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 
número 158 de diciembre 15 de 2008, previo su anuncio 
el día 10 de diciembre de 2008, según Acta de Sesión 
Plenaria número 157.
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